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El Real Decreto Ley 21/2012, de 13 de julio, 
de medidas de liquidez de las Administracio-
nes Públicas y en el ámbito financiero (publi-
cado en el BOE de 14 de julio y pendiente de 
convalidación por el Congreso), ha arbitrado 
una medida extraordinaria de financiación 
por el Estado para que algunas Comunidades 
Autónomas con graves problemas de liquidez 
puedan atender sus vencimientos de deuda 
pública. 

No se trata, como pretendían algunas Comu-
nidades Autónomas, de que el Estado avale 
las emisiones de deuda autonómicas median-
te la fórmula de los “hispanobonos”1, sino 
de que les financie para que puedan hacer 
frente a los vencimientos pendientes a fin de                          

evitar el temido default. Estamos, en otras 
palabras, ante un “rescate” en toda regla, en 
el que el Estado otorga crédito a las autono-
mías que lo necesiten a cambio de que se so-
metan a un estricto plan de ajuste sometido a 
la supervisión y control del Gobierno central, 
con la posibilidad, en último extremo, de apli-
car medidas coercitivas para su cumplimiento 
ex. artículo 155 de la Constitución.  

El sistema arbitrado es muy similar al que se 
puso en marcha a principios de año para el pago 
a proveedores2, aunque los objetivos para los 
que se concede la financiación estatal sean 
distintos. Se trata, en ambos casos, de medi-
das extraordinarias previstas por el Gobierno 
central para auxiliar a las Administraciones                                                                            
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1 Mecanismo que el Real Decreto Ley emplea, sin embargo, para las entidades financieras conforme a la modificación de 

la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 que introduce la disposición final primera, que comenta-

remos más adelante.

2 El mecanismo o plan para el pago a proveedores, implantado por los  reales decretos leyes 4/2012 y 7/2012, se dotó con 

35.000 millones mediante la constitución de un Fondo, en este caso con personalidad jurídica, financiado mediante un 

crédito sindicado que, a su vez, financia a las Administraciones públicas territoriales en condiciones ventajosas, y al que 

han podido recurrir los ayuntamientos y las comunidades autónomas para saldar sus deudas con proveedores, a cambio 

de presentar y comprometerse a cumplir un plan de ajuste aceptado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 

Públicas. Este plan ha supuesto una importantísima inyección de liquidez para el tejido empresarial y ha amortiguado la 

destrucción de empleo.  
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con dificultades financieras, que cuentan con 
una expresa apoyatura legal en la disposición 
adicional primera de la propia Ley Orgánica, 
en la que se regulan los “mecanismos adicio-
nales de financiación para las Comunidades 
Autónomas y Corporaciones Locales”. 

Pasamos a exponer los principales elemen-
tos que, de acuerdo con el Real Decreto Ley,               
definen el nuevo mecanismo extraordinario 
de financiación. 

1. Las Comunidades Autónomas que deseen 
acogerse al sistema deberán solicitarlo al 
Ministerio de Hacienda y Administracio-
nes Públicas antes del 31 de diciembre de 
2012. Una vez aceptada su solicitud, la Co-
munidad Autónoma adoptará un acuerdo 
de su órgano de Gobierno por el que se 
comprometa a cumplir lo dispuesto en el 
Real Decreto Ley y en las disposiciones y 
acuerdos que lo desarrollen. 

2. El Estado concertará operaciones de crédi-
to con cada una de las Comunidades Autó-
nomas que se adhieran voluntariamente al 
mecanismo, por un importe que no podrá 
superar los recursos necesarios para aten-
der los vencimientos de su deuda financiera. 
Las condiciones financieras aplicables a es-
tas operaciones de crédito, presumiblemen-
te favorables, se establecerán por Acuerdo 
de la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos. Corresponderá al Ins-
tituto de Crédito Oficial la administración y 
gestión de las operaciones de crédito que se 
concierten (art. 16).

3. Estas operaciones de crédito se rea-
lizarán con cargo a los recursos de un 
Fondo especial sin personalidad jurídica 
creado por el Real Decreto Ley, el “Fon-
do de Liquidez Autonómico” (FLA), que 
se adscribe al Ministerio de Hacienda y 
cuya gestión se encomienda al Institu-
to de Crédito Oficial3. El FLA se dotará 
mediante la concesión de un crédito ex-
traordinario al presupuesto en vigor por 
importe de 18.000 millones de euros. 
Es previsible que el FLA se mantenga y 
se dote de nuevo en los próximos ejer-
cicios, pues el mecanismo de financia-
ción tiene una duración temporal pero 
indefinida. Según precisa el Real Decre-
to Ley, el Fondo de Liquidez Autonómico 
“atenderá a las necesidades financieras 
definidas en el artículo 1 en tanto que 
persistan dificultades de acceso de las 
Comunidades Autónomas a los mercados 
financieros, correspondiendo a la Comi-
sión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos la apreciación, con periodici-
dad anual, de tal circunstancia”. 

4. El crédito extraordinario que dota al FLA se 
financiará, a su vez, mediante la emisión 
de deuda pública del Estado, si bien los 
responsables políticos han enfatizado que 
el Tesoro no va a modificar por ello su ca-
lendario de emisiones.

5. La liquidez otorgada con el sistema de fi-
nanciación deberá destinarse a atender “la 
deuda pública” de las Comunidades Autó-
nomas, que comprende exclusivamente, 

3 El artículo 13.1 del Real Decreto Ley, sobre la “Gestión del Fondo de Liquidez Autonómico”, estipula lo siguiente: “Co-

rresponde al Instituto de Crédito Oficial la gestión financiera del Fondo. En su virtud, entre otras funciones, el Instituto 

de Crédito Oficial formalizará, en nombre y representación del Gobierno español, y por cuenta del Estado, las corres-

pondientes pólizas de préstamo a suscribir con las Comunidades Autónomas, en virtud de la preceptiva instrucción de la 

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones 

Públicas. Igualmente, prestará los servicios de instrumentación técnica, contabilidad, caja, agente pagador, seguimiento 

y, en general, todos aquellos servicios de carácter financiero relativos a las operaciones autorizadas con cargo al Fondo 

de Liquidez Autonómico, sin perjuicio de las competencias que en materia de control se establecen en la Ley 47/2003, 

General Presupuestaria y demás normativa vigente”.
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según el artículo 4.2 del Real Decreto, las 
siguientes necesidades de financiación:

a) “Los vencimientos correspondientes a 
los valores emitidos;

b) los vencimientos de préstamos conce-
didos por instituciones europeas de las 
que España sea miembro;

c) aquellas operaciones4 que, no puedan 
ser, en su caso, refinanciadas o no-
vadas por las propias Comunidades 
Autónomas respetando el criterio de 
prudencia financiera definido por Reso-
lución la Secretaría General del Tesoro 
y Política Financiera;

d) las necesidades de financiación del dé-
ficit público”.

El artículo 14 vuelve a hacer referencia a los 
límites aplicables a la concertación de estas 
operaciones de crédito, precisando que su 
importe “no podrá superar los recursos ne-
cesarios para atender los vencimientos de 
la deuda financiera por la Comunidad Autó-
noma y sus entidades dependientes que se 
clasifiquen dentro del sector Administracio-
nes Públicas, de acuerdo con la definición y 
delimitación del Sistema Europeo de Cuen-
tas, así como las cantidades necesarias 
para financiar el endeudamiento permitido 
por la normativa de estabilidad presupues-
taria, con los límites que se establezcan 
por Acuerdo de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos”. 

Según lo expuesto, este sistema de fi-
nanciación excluye el pago de obligacio-
nes comerciales, o el pago de gastos de 
capital (por ejemplo, inversiones) que se 
hayan comprometido directamente con 
los proveedores, si bien, al evitar que las                       

autonomías tengan que recurrir a sus pre-
supuestos para pagar los vencimientos de 
deuda, puede otorgarles algún margen 
para atender a los pagos que no cubrió el 
plan de pago a proveedores. Se espera, 
por otro lado, que los recursos sobrantes 
de este plan de pago a proveedores, que 
ascienden a más de 7.000 millones de eu-
ros, se destinen a dotar una nueva fase del 
sistema, dirigida a abonar facturas que no 
pudieron acogerse el plan, tales como las 
resultantes de las deudas pendientes de 
algunas entidades locales, como por ejem-
plo, las asumidas por las mancomunidades 
o los consorcios. 

6. A las Comunidades Autónomas que se ad-
hieran a este sistema de financiación se 
les imponen restricciones para concertar 
otras operaciones de crédito. El Real De-
creto estipula, así, que “no se podrán reali-
zar operaciones instrumentadas en valores 
ni operaciones de crédito en el extranje-
ro, salvo previa autorización expresa de 
la Secretaría General del Tesoro y Política 
Financiera sin perjuicio de la autorización 
preceptiva del Consejo de Ministros, de 
conformidad con el artículo 14 de la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autóno-
mas”. Además, las condiciones financieras 
de todas las operaciones de crédito de la 
Comunidad Autónoma adherida al sistema, 
tanto a corto como a largo plazo, que no 
estén legalmente sujetas a autorización, 
deberán ser comunicadas a la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera, 
acompañadas de un certificado del órga-
no de control de la Comunidad Autónoma 
sobre el cumplimiento de las obligaciones 
financieras (art.4, números 3 y 4). 

7. Como contraprestación de la financiación 
recibida, las Comunidades Autónomas que 

4 Aunque no se diga expresamente, debemos entender que el Real Decreto Ley se refiere en este caso a “operaciones de 

crédito” 



Noticias breves

www.gomezacebo-pombo.com

4

&

JULIO 2012

se adhieran voluntariamente al sistema se 
someten a unas condiciones fiscales y fi-
nancieras muy estrictas. 

Importa destacar que el cumplimiento de 
estas medidas condiciona la concesión del 
crédito concedido. Así resulta de lo dis-
puesto en el artículo 14.4 del Real Decreto 
Ley: “las disposiciones del Fondo de Liqui-
dez Autonómico a favor de las Comunida-
des Autónomas adheridas al mecanismo, 
para atender sus necesidades financieras 
adicionales, se ajustarán a un calendario 
por tramos. El desembolso de cada tramo 
estará condicionado al cumplimiento de las 
obligaciones fiscales y financieras, previo 
informe del Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas”. 

Entre estas obligaciones que asumen las 
Comunidades Autónomas que se adhieran 
al sistema de financiación, pueden desta-
carse las siguientes:

(i) Presentación y cumplimiento de un 
plan de ajuste. 

La Comunidad Autónoma que se ad-
hiera al sistema deberá presentar y 
acordar con el Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas un plan de 
ajuste que asegure el cumplimiento                                                    
de los objetivos de estabilidad y de 
deuda pública, así como el reembol-
so de las cantidades aportadas por el                            
Fondo de Liquidez Autonómico. En                 
el caso de que la Comunidad Autónoma 
tuviera ya aprobado un plan de ajus-
te para el plan de pago a proveedores, 
se introducirán en él las modificaciones 
necesarias para el cumplimiento de los 
nuevos compromisos adquiridos. El 
plan de ajuste incluirá un plan de teso-
rería y detalle de operaciones de deuda 
viva, que facilitará el seguimiento de la 
situación de liquidez de las Comunida-
des Autónomas por el Ministerio. 

El plan de ajuste se configura con ca-
rácter dinámico, de tal forma que de-
berá actualizarse al menos una vez al 
año de acuerdo con el presupuesto pre-
sentado por la Comunidad Autónoma. 

La falta de remisión, o la valoración 
desfavorable del plan de ajuste darán 
lugar a la inadmisión de la adhesión al 
mecanismo y, además, podrán aplicar-
se las medidas coercitivas previstas en 
los artículos 25 y 25 de la Ley Orgánica 
de Estabilidad Presupuestaria y Soste-
nibilidad Financiera, entre las que se 
contempla, en último extremo, la posi-
bilidad de adoptar las medidas necesa-
rias para el cumplimiento forzoso de las 
obligaciones incumplidas prevista en el 
artículo 155 de la Constitución (lo que 
no constituye propiamente una “inter-
vención” de la Comunidad Autónoma, 
como se viene diciendo, puesto que no 
se suspenden o disuelven sus órganos 
de gobierno y las medidas de coerción 
estatales se limitan las necesarias para  
asegurar el cumplimiento de las obliga-
ciones y la protección del interés gene-
ral de España). 

(ii) Obligaciones de información. 

El Real Decreto Ley enuncia distintas 
obligaciones periódicas de remisión de 
la información económica, financiera, 
presupuestaria y de tesorería en rela-
ción con el cumplimiento del plan de 
ajuste, con el objeto de que el Minis-
terio de Hacienda y Administraciones 
Públicas pueda supervisar en todo mo-
mento su ejecución (arts. 5.2 y 6.1). El 
órgano de control interno de la Comu-
nidad Autónoma (intervención general 
o equivalente) asume la obligación de 
enviar mensualmente esta informa-
ción. A este órgano de control se le 
hace, además, responsable de velar 
por la adecuada aplicación del plan de 
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ajuste y, en su caso, de dejar constan-
cia de su no adopción o incumplimiento 
en los informes de seguimiento que en-
víe al Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas. 

8. Seguimiento

El seguimiento del cumplimiento de los 
planes de ajuste corresponde al Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas, 
partiendo de la información recibida de la 
Comunidad Autónoma en los términos ex-
puestos.

En el caso de que este Ministerio detectara 
riesgos de incumplimiento o incumplimien-
to de las medidas del plan de ajuste, pro-
pondrá su modificación con la adopción de 
nuevas medidas o la alteración del calen-
dario de su ejecución, pudiendo solicitar a 
la Intervención General de la Administra-
ción del Estado que acuerde las actuacio-
nes necesarias para llevar a cabo una mi-
sión de control. En todo caso, como hemos 
expuesto, el cumplimiento de las medidas 
propuestas condicionará la concesión de 
los sucesivos tramos de préstamo. 

Cuando la Intervención General de la Ad-
ministración del Estado decida enviar una 
misión de control, ésta tendrá como obje-
tivo concretar el diagnóstico de la situación 
financiera de la Comunidad Autónoma en 
el marco de los compromisos adquiridos 
en el plan de ajuste, aplicando las técni-
cas y metodologías de control que se es-
timen oportunas (procede señalar la clara 
inspiración de esta medida –que también 
aparece en la Ley Orgánica de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiara, 
en las técnicas de supervisión aplicadas en 
el derecho de la Unión Europea). 

En el plazo máximo de un mes desde que 
se inicie la misión de control, la Inter-
vención General de la Administración del                                                                        

Estado emitirá un informe sobre la adecua-
ción financiera de las previsiones recogidas 
en el plan de ajuste en vigor y los incum-
plimientos o riesgos de incumplimiento del 
mismo. A la vista de este informe, en los 
casos de incumplimientos podrá aplicar las 
medidas coercitivas previstas en los artí-
culos 25 y 25 de la Ley Orgánica de Es-
tabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiara. 

9. Garantías

Como garantía última de las obligaciones 
contraídas bajo este mecanismo se prevé, 
al igual que se hiciera en la regulación del 
plan de pago a proveedores, la retención 
de los recursos del sistema de financia-
ción de las Comunidades Autónomas de                                    
Régimen Común (art.15). La adhesión a 
este mecanismo de las Comunidades Autó-
nomas del País Vasco y Navarra también es 
posible, pero para ello tendrán que suscri-
bir previamente un convenio con el Estado 
que afecte recursos en garantía de la ope-
ración de crédito que se formalice (disposi-
ción adicional primera). 

Otros preceptos de interés que contiene el 
Real Decreto Ley, pero que nos limitaremos 
a reseñar en esta nota, son los siguientes: 

(i) la disposición adicional segunda, que 
regula la extensión del mecanismo de 
financiación para el pago a los provee-
dores de entidades locales a las enti-
dades locales de las Comunidades Au-
tónomas del País Vasco y Navarra (que 
habían sido excluidas del sistema por 
el Real Decreto Ley 7/2012), siempre 
que se trata de entidades locales inclui-
das en el modelo de participación en 
tributos del Estado y que se suscriban 
previamente los correspondientes con-
venios entre la Administración General 
del Estado y las Diputaciones Forales 
de estas Comunidades Autónomas; 
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(ii) la disposición adicional quinta, que in-
troduce diversas medidas que resultan 
imprescindibles para permitir la pues-
ta en marcha del proceso de asistencia 
financiera europea para la recapitali-
zación de las entidades de crédito es-
pañolas que lo requieran, solicitada el 
pasado día 25 de junio; 

(iii) y la disposición final primera, que in-
troduce una modificación en la Ley 
2/2012, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2012, con el fin 
de incorporar la regulación de los as-
pectos esenciales de los avales a las 
obligaciones económicas derivadas de 
las emisiones de bonos y obligaciones                                              

de las entidades de crédito, los re-
quisitos y trámites esenciales para su 
otorgamiento y las comisiones aso-
ciadas a dichos avales. En palabras 
de la Exposición de Motivos del Real 
Decreto Ley, esta modificación “hace 
posible que pueda iniciarse de nuevo 
y de forma inmediata el otorgamien-
to de estos avales, una vez autorizada 
la prórroga de su régimen por Decisi-
ón de la Comisión Europea de 29 de 
junio de 2012, facilitándose así el ac-
ceso de las entidades de crédito a la 
liquidez y financiación que necesiten 
en tanto puedan obtener la asisten-
cia financiera europea anteriormente                                    
mencionada”. 


